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ausa N° 18706

"Recurso de Casación

interpuesto por M.P.F.

en causa N° 3966 seguida a

O., H. H."



En la ciudad de La Plata a los once días del mes de mayo del año dos mil seis, siendo las .............. horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Carlos Angel Natiello, Horacio Daniel Piombo y Benjamín Ramón Sal Llargués, bajo la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 18706 de este Tribunal, caratulada "Recurso de Casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal en causa N° 3.966 seguida a O., H. H.". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: SAL LLARGUES — PIOMBO — NATIELLO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes:

A N T E C E D E N T E S


Llega la presente causa a esta sede por recurso de Casación interpuesto por el señor Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro, doctor Julio A. Novo, contra la resolución de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de la mencionada circunscripción judicial en la cual se resolvió declarar la nulidad del allanamiento documentado a fs. 2/vta. extendiéndose a los informes de fs. 5/6 y declaración testimonial de fs. 7, y no existiendo en autos otros elementos de prueba independientes de aquellos que posibiliten acreditar los extremos requeridos para sustentar una imputación contra el encartado, sobreseer a H. H. O. en orden al delito de encubrimiento.


Sostiene que habiendo prestado su consentimiento el imputado para que el personal policial ingresara a inspeccionar el taller donde se encontraban los vehículos de procedencia ilícita, no correspondía declarar la nulidad del acta de procedimiento, toda vez que no existió violación de garantías. Cita en su respaldo doctrina y jurisprudencia.


Solicita se case la resolución atacada y se ordene la prosecución del trámite en la forma correspondiente.


Corrida que fue la vista de rigor, se expidió el señor Defensor Adjunto ante este cuerpo, doctor Víctor Horacio Violini, propiciando el rechazo del recurso intentado.


A su turno, hizo lo propio el señor Fiscal de Casación, doctor Carlos Arturo Altuve, argumentando a favor de la procedencia del recurso.


Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, la Sala I del Tribunal dispuso plantear y resolver las siguientes: 

C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Es admisible el presente recurso? 


2da.) ¿Se acreditan las violaciones legales denunciadas?


3ra.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


La resolución se encuentra expresamente equiparada a sentencia definitiva por el art. 450, se ha anunciado y traído el recurso en los plazos del art. 451 y se invocan motivos de los contenidos en el art. 448, y el presentante se halla legitimado para recurrir por el art. 452 inc. 3ro., todos del rito penal.


Voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Adhiero al voto del doctor Sal Llargués en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes y doy el mío en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adelanto desde ya mi voto por la negativa.


En primer lugar, porque se han expedido en la sub lite las instancias de garantías locales, las cuales -tiene dicho esta sede en forma reiterada- abastecen sobradamente el debido proceso legal y que salvo absurdo o arbitrariedad, este cuerpo no está llamado a entender.


En segundo lugar, porque el recurso exhibe una insuficiencia material que impide su procedencia. La crítica a los argumentos de la resolución en crisis es parcializada, no haciéndose cargo el recurrente de la totalidad de fundamentos que la sustentan, lo cual sella definitivamente la suerte del recurso que se intenta.


Los jueces que hacen mayoría, expresan los motivos por los cuales el consentimiento del imputado no puede suplir a la orden judicial, en el caso del allanamiento en la sub lite, han plasmado los requisitos con que debería contar dicho consentimiento en caso de entenderse —siguiendo alguna jurisprudencia contraria- que la orden judicial puede ser suplida por el mismo, señalando —por último- cuáles eran los pasos que legalmente debería haber seguido la comisión policial en su oportunidad, para concluir —en base a las constancias de autos- en la ilegitimidad de la diligencia llevada a cabo por el personal policial. Ninguno de estos argumentos ha sido suficientemente controvertido por el recurrente, quien se limitó a señalar -dogmáticamente- que el consentimiento del imputado bastaría para que el allanamiento fuera legítimo, así como que se trataría la resolución atacada de un caso de excesivo ritualismo.


Lo dicho basta para el rechazo del recurso.


Sin embargo, creo del caso responder a los argumentos de la Fiscalía ante esta instancia.


En primer lugar, al tratarse de un agravio del Ministerio Público Fiscal, nunca podría encontrarse comprometida la garantía constitucional del debido proceso. Sobre el punto tiene dicho la Corte Suprema, bien que al analizar la garantía a la doble instancia, in re “Arce, Jorge Daniel” (fallos 320 2145), que “La garantía de la doble instancia en materia penal, ha sido consagrada en beneficio del inculpado”, y que “El Ministerio Público no se encuentra amparado por la garantía de la doble instancia en materia penal prevista en el art. 8°, párr. 2°, inc. h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto es un órgano del Estado y no el sujeto destinatario del beneficio”. La reseña es clara al señalar que las garantías son para los particulares, por lo que nunca puede el Ministerio Público Fiscal entenderse amparado por las mismas.


En segundo lugar, la función de afianzar la justicia, se logra —precisamente- velando en todo momento por la vigencia de las garantías constitucionales y convencionales de las que goza todo ciudadano, siendo una de las principales maneras de cumplir con tal mandato, la de fulminar de nulidad en cualquier tiempo cualquier acto procesal en el cual las mismas sean vulneradas.


Finalmente, no puede sostenerse que los actos procesales sean siempre válidos si han cumplido con el objeto al que estaban destinados. En los casos de violaciones constitucionales la regla es muy otra, la de la obligación de nulificar en cualquier momento en que la irregularidad sea detectada. De seguirse la lógica de que la validez del acto depende del éxito o no del mismo para producir sus efectos, correspondería convalidar una confesión obtenida bajo tormento siempre que el imputado admitiera su participación en el ilícito. Semejante aberración no resulta sostenible en un estado constitucional de derecho.


Por todo lo expuesto, voto por la negativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Debo apartarme del parecer del distinguido colega que rompe el fuego en la consideración que merece el tema traído.


En primer lugar una advertencia en punto a que la consideración del tema en sendas instancias de garantías quitan razón de ser a la evaluación de la queja fiscal en esta instancia.


No comparto, conforme lo he reiterado en otras especies, la tesis de que el Ministerio Público no tenga derecho a ser escuchado por este Tribunal. Ello contradice la letra de la ley (art. 452 del ritual) y la doctrina de este Tribunal (Sala I, sent. del 23/9/99 en causa 30, “Ruíz”). Pero, aún de participar de esa idea, no debe olvidarse que en la presente causa el Ministerio Público ha quedado indefenso, esto es, no ha podido ser escuchado todavía, desde que la nulidad que receptó la sentencia fue “inventada” por los magistrados que integraron mayoría, sin que la parte recurrente la haya siquiera mencionado. En otras palabras, el representante fiscal fue tomado por sorpresa y todavía sus razones para oponerse a la medida judicial que destruye la tarea investigativa no han sido escuchadas por ningún juez. De ahí que creo que las puertas de esta sede deben abrirse con amplitud, esto es, sin cortapisas formales.


En segundo lugar vale una circunstanciación imprescindible: en el caso: la actividad policial declarada nula no ha tenido lugar en el ámbito destinado a resguardar la intimidad de la persona, o sea a contener la vida privada propia y de su familia -como lo es clásicamente el hogar o domicilio en el sentido constitucional de la expresión-, sino un taller mecánico, o sea un comercio abierto al público; esto, sin otras limitaciones que no sean las emergentes de los horarios habitualmente destinados al descanso o a las actividades particulares, donde la voluntad de exclusión se manifiesta con el cierre de las puertas o portones. Y si bien la ley protege también, desde el punto de vista penal, estos ámbitos (art. 150 del C.P.), es fundamental tener presente esa especial índole para entender hasta que punto puede hacer pie la presunción que en apariencia fundamenta el razonamiento judicial.


En tercer lugar, resulta imprescindible tener en consideración que la actividad de los talleristas en el ramo automotor se halla bajo control policial. Más aún: se trata de un ramo comercial cuya actuación no sólo necesita de la habilitación municipal sino también de la inscripción en el Registro de Control de Comercios Vinculados a la Actividad de Automotores y Otros que funcionará en el ámbito del Ministerio de Seguridad, como también el de llevar libros de control rubricados (Ley 13.081, decreto 1115/03, decretos-leyes 9164/78 y 9399/79, art. 87 del Código de Faltas, entre muchas otras normativas).


Así las cosas, va de suyo que si en el curso de una inspección que debe cumplirse obligatoriamente, los funcionarios públicos encargados de la verificación, en el ejercicio legítimo de su autoridad o cargo y también en el cumplimiento de deberes específicos, advierten que se está cometiendo un ilícito, raya en lo insólito que deban suspender su verificación –entrando en incumplimiento de los deberes del funcionario público- se retiren y tengan que peregrinar por el despacho del fiscal a efectos de pedir una orden de allanamiento, ¡para hacer lo que están autorizados a hacer! De aquí al reino del revés, del cual nos hablaba María Elena Walsh, hay un solo paso; por cierto –y lamentablemente- difícil de explicar a los legos.


Por último: el fallo que se pretende casar es, precisamente, contrario a la doctrina de esta sede vertida en caso análogo (Sala I, sent. del 21/6/05  en causa 16.433, “Recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal en causa 19.092, seguida a P., J. O.”). Corresponde, entonces, casar.


Voto, en consecuencia, por la afirmativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo y doy el mío en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Visto el modo en que han sido resueltas las cuestiones precedentes y dejando a salvo mi opinión, corresponde: 1) declarar admisible el recurso de casación interpuesto por el señor Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro, doctor Julio A. Novo en causa N° 3966 seguida a H. H. O.; 2) casar la resolución que declara la nulidad del allanamiento y de todos los actos consecuentes así como el sobreseimiento de H. H. O., ordenando la prosecución del trámite, sin costas en esta instancia. (Arg. arts. 201, 203, 323 todos a contrario, 448, 450, 451, 452, 456 primer párrafo, 460, 530 y 532 del C.P.P.)


Así lo voto.

A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Adhiero al voto del doctor Sal Llargués en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes y doy el mío en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:


I.- Declarar admisible el recurso de casación interpuesto por el señor Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro, doctor Julio A. Novo en causa N° 3966 seguida a H. H. O.


II.- Casar la resolución que declara la nulidad del allanamiento y de todos los actos consecuentes así como el sobreseimiento de H. H. O., ordenando la prosecución del trámite, sin costas en esta instancia. 


Arg. arts. 201, 203, 323 todos a contrario, 448, 450, 451, 452, 456 primer párrafo, 460, 530 y 532 del C.P.P.


III.- Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Unica General de Entradas, conforme al Acuerdo Extraordinario del pleno suscripto con fecha 28/12/04, para su notificación con copia certificada de lo aquí resuelto a la Excma. Sala I de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial San Isidro. Oportunamente archívese.


Arts. 33 y 36 del Reglamento Interno del Tribunal de Casación. 

Fdo.: CARLOS A. NATIELLO; HORACIO D. PIOMBO; BENJAMIN R. SAL LLARGUES. ANTE MI: CRISTINA PLACHE.
